...
En materia del Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles, el Municipio de Salvatierra, es uno de los que menos ingresos tiene por el pago de este rubro, ya que después de un estudio interno anualmente más del 50% de las operaciones que se realizan están exentas de pago de esta contribución, en este gama se encuentran también las vivienda popular y de interés social por no rebasar lo que marca el artículo 181 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en consecuencia no reflejan un beneficio en favor del municipio, ni contribuyen en proporción alguna a su desarrollo o servicios, por lo que se establece una cuota mínima para todos los movimientos en esta rama y adicionalmente una tarifa progresiva de conformidad con el valor que ostente el inmueble, en donde la compraventa de cualquier inmueble estará cubriendo ya una contribución desde una tarifa mínima respetando el beneficio fiscal que les da la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato respecto al rango de valores catastrales, llegando a una tarifa contributiva mínima y generalizada, promoviendo una  proporcionalidad en el cálculo de este impuesto que anteriormente era inexistente.

Con el objeto de salvaguardar los principios de proporcionalidad y equidad en el cobro de este impuesto en la tarifa progresiva se incorporó una cuota en todos los supuestos para cubrir el principio de generalidad del impuesto, así como la tasa para aplicarse sobre el excedente del límite inferior.

Como referencia para la conformación de la tarifa de este impuesto se tomó como referencia el artículo 7 de la Ley de ingresos para el municipio de Celaya, para el ejercicio fiscal 2022.

 Iniciativa Ley de Ingresos 2023
SECCIÓN SEGUNDA

IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES

Artículo 7. Referente a este impuesto el Municipio propone la siguiente tabla progresiva para el cobro de esta contribución:

	LÍMITE INFERIOR
	LÍMITE SUPERIOR
	CUOTA FIJA
	TASA PARA APLICARSE
SOBRE EXCEDENTE DEL
LÍMITE INFERIOR

	$0.01
	$690,000.00
	$200.00
	0.50%

	$690,000.01
	$1,500,000.00
	$3,649.99
	0.89%

	$1,500,000.01
	$3,100,000.00
	$10,858.98
	1.28%

	$3,100,000.01
	$5,300,000.00
	$31,338.97
	1.67%

	$5,300,000.01
	en adelante...
	$49,889.99
	2.06%


Y se agrega el siguiente párrafo:

Para el cálculo del impuesto sobre Adquisición de bienes inmuebles, a la base del impuesto se le disminuirá el límite inferior que corresponda y a la diferencia del excedente y a diferencia del excedente del límite inferior, se aplicara la tasa para aplicarse sobre excedente del límite inferior, al resultado se le sumara la cuota fija que corresponda y el importe de dicha operación será el impuesto a pagar.
I. Aspecto Jurídico

Todas las obligaciones tributarias que estamos obligados a observar y dar cumplimiento, se encuentran fundadas legal y constitucionalmente en el Artículo 31 de nuestra carta magna, que en su fracción IV cuarta, establece lo siguiente:

“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. ...

II. ...

III. .

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de los Estados, de la Ciudad de México y del Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.”

Por esta disposición constitucional se desprende la carga que como personas adquirimos, mediante el pago de contribuciones para el gasto público; obligación que se verifica por ejemplo al momento en que se pagan los impuestos que se causan, de acuerdo a cada uno de los supuestos que la legislación fiscal precisa como susceptibles de ser gravadas con dicho impuesto.

Esta carga impositiva, debe ser regulada mediante los principios de proporcionalidad y equidad, con el propósito que las respectivas leyes fiscales, impongan obligaciones de tributo a un sujeto, conforme a una tasa o tarifa, aplicable a la base gravable que corresponda, respecto a su capacidad económica, sus utilidades o rendimientos, dando origen a contribuciones diferenciadas y tarifas progresivas.

En forma específica, el principio de proporcionalidad en materia tributaria, es el elemento por virtud del cual, un sujeto pasivo debe contribuir a dichos gastos públicos, en función de su capacidad económica, siempre atendiendo a que la contribución debe ser justa a los ingresos, utilidades o rentas obtenidas. Mientras que el principio de equidad, supone el respeto a los derechos de los sujetos pasivos, para recibir el mismo trato y carga de las obligaciones fiscales, diferenciado únicamente por las tasas y tarifas que a su actividad resulten aplicables, en correspondencia a su capacidad económica, en respeto al principio de proporcionalidad. Principios que han sido materia de interpretación, en el criterio jurisprudencial que a continuación a la letra se cita:

“Época: Séptima 

Época Registro: 389728 Instancia: Pleno Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Apéndice de 1995 Tomo I, Parte SCJN Materia(s): Constitucional 

Tesis: 275

Página: 256

PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCION IV, CONSTITUCIONAL.

El artículo 31, fracción IV, de la Constitución establece los principios de proporcionalidad y equidad en los tributos. La proporcionalidad radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a este principio, los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma cualitativa superior a los de medianos y reducidos recursos. El cumplimiento de este principio se realiza a través de tarifas progresivas, pues mediante ellas se consigue que cubran un impuesto en monto superior los contribuyentes de más elevados recursos. Expresado en otros términos, la proporcionalidad se encuentra vinculada con la capacidad económica de los contribuyentes que debe ser gravada diferencialmente, conforme a tarifas progresivas, para que en cada caso el impacto sea distinto, no sólo en cantidad, sino en lo tocante al mayor o menor sacrificio reflejado cualitativamente en la disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse en proporción a los ingresos obtenidos. El principio de equidad radica medularmente en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravables, deducciones permitidas, plazos de pago, etc., debiendo únicamente variar las tarifas tributarias aplicables, de acuerdo con la capacidad económica de cada contribuyente, para respetar el principio de proporcionalidad antes mencionado. La equidad tributaria significa, en consecuencia, que los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a la norma jurídica que lo establece y regula.

Séptima Época:

Amparo en revisión 5554/83. Compañía Cerillera "La Central”, S. A. 12 de junio de 1984. Mayoría de catorce votos.

Amparo en revisión 2502/83. Servicios Profesionales Tolteca, S. C. 25 de septiembre de 1984. Mayoría de dieciséis votos.

Amparo en revisión 3449/83. Fundidora de Aceros Tepeyac, S. A. 10 de octubre de 1984. Mayoría de catorce votos.

Amparo en revisión 5413/83. Fábrica de Loza "El Ánfora", S. A. 10 de octubre de 1984. Mayoría de quince votos.

Amparo en revisión 441/83. Cerillos y Fósforos "La Imperial", S. A. 6 de noviembre de 1984. Mayoría de catorce votos.”

Así pues, como se vislumbra del criterio jurisprudencial anteriormente aludido, la proporcionalidad radica en el hecho de que el sujeto pasivo, debe contribuir en función de su capacidad económica con el gasto público, por lo que es permisible que se le dé un trato diferenciado en la tasa y tarifa, que se le aplique a las actividades gravables que realiza; mientras que el principio de equidad, impone la obligación al Estado, de que todos los individuos con la obligación de contribuir, tengamos el mismo tratamiento de la ley fiscal, como lo es, el que se apliquen de igual manera a todos hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravables, deducciones permitidas, plazos de pago, entre otros.

Para este caso resulta ilustrativa la aplicación de los principios en comento, que son invocados en la materia fiscal del fuero estatal, dentro de la tesis que a continuación se transcribe:

“Época: Novena Época 

Registro: 161942

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXXIII, Mayo de 2011

Materia(s): Constitucional Tesis: XVUo.A.T.65 A 

Página: 312

Traslación de dominio. El artículo 179, primer párrafo, de la ley de hacienda para los Municipios del estado de Guanajuato que prevé el impuesto relativo, al no contener parámetros para saber cuándo su objeto es la adquisición y cuándo la transmisión de bienes inmuebles o derechos reales vinculados a éstos, viola el principio de legalidad tributaria.

El citado precepto, al establecer que el objeto del impuesto sobre traslación de dominio será la transmisión o adquisición por cualquier título o causa, de bienes inmuebles ubicados en el Estado, así como los derechos reales vinculados a éstos, viola el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, ya que las normas que regulan dicho tributo no contienen parámetros para saber, con el grado de concreción y certeza necesarios, cuándo su objeto es la adquisición y cuándo, por el contrario, es la transmisión de inmuebles y, por ende, quién es el obligado, lo que lleva a que quede al arbitrio de alguien distinto al legislador decidir cuál de las dos actividades será la que se grave y la consecuente decisión de quién será el sujeto pasivo de la contribución. Vicio que no es subsanable por la sola circunstancia de que los que lleven a cabo la operación de adquisición o transmisión de un inmueble puedan pactar quién de ellos será el pasivo del tributo.

Primer tribunal colegiado en materia administrativa y de trabajo del décimo sexto circuito.

Amparo en revisión 487/2010. Deacero, S.A. de C.V. 11 de febrero de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretaria: Silvia Vidal Vidal.”

Tomando en consideración lo anterior, es que los impuestos que un particular está obligado a pagar, se encuentran dispersos en los fueros federales, estatales y municipales; diferenciados por las actividades que son parte de las hipótesis de causación.

En este sentido, corresponde a los Ayuntamientos, entre otros, el cobro de los impuestos inmobiliarios, tal y como lo dispone el inciso a fracción IV del Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que al texto dice:

“Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles. Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones.”

De dicha disposición constitucional se desprende la facultad de los Municipios de administrar libremente su hacienda, y por tal razón, quedan facultados para el cobro de impuestos, y en específico los que deriven de la propiedad inmobiliaria.
           Como ley secundaria derivada de nuestra Carta Magna en lo correspondiente a las facultades en materia tributaria, el artículo 2 de la Ley orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato establece a la letra:

“el municipio libre es la base de la división territorial del Estado y de su organización política y administrativa, constituido por una comunidad de personas, establecidas en un territorio delimitado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, autónomo en su gobierno interior y libre en la administración de su hacienda”.

Asimismo, concatenado a lo anterior, el ordinal 76 Fracción IV, en sus incisos a) y b) de la norma legal en cita reza: 

Artículo 76. Los ayuntamientos tendrán las siguientes atribuciones:

IV. En materia de Hacienda Pública Municipal:

 a) Administrar libremente su Hacienda y controlar la aplicación del presupuesto de egresos del municipio;

 b) Proponer al Congreso del Estado en términos de ley, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. Asimismo, aprobar el pronóstico de ingresos y el presupuesto de egresos, remitiendo al Congreso del Estado copia certificada de los mismos; y en su caso, autorizar las erogaciones plurianuales para aquellos proyectos de inversión pública municipal que se determinen conforme a lo dispuesto en las leyes de la materia. Las erogaciones correspondientes deberán incluirse en los subsecuentes presupuestos de egresos.
De igual manera, el mismo ordenamiento legal robusteciendo lo anterior expresa en los dispositivos legales siguientes:

Artículo 197. El patrimonio municipal se constituye por: I. Los ingresos que conforman la Hacienda Pública Municipal; II. Los bienes del dominio público y privado del Municipio; III. Los derechos y obligaciones constituidos jurídicamente a favor del Municipio; IV. Los demás bienes, derechos y aprovechamientos que señalen otras leyes y ordenamientos a favor del Municipio; y V. La deuda pública municipal. 

Artículo 198. La Hacienda Pública Municipal se constituirá por los rendimientos de los bienes que pertenezcan al Municipio, así como por las contribuciones y otros ingresos que establezcan las leyes fiscales a su favor. Los recursos que integran la Hacienda Pública Municipal serán ejercidos en forma directa por el Ayuntamiento o por quien éste autorice conforme a la Ley.
Derivada de dicha facultad, es que el Estado de Guanajuato, a través de la Ley de Hacienda para los municipios del Estado de Guanajuato marca las directrices respecto de las cuales, otorga la facultad y regula el cobro de impuestos, entre otros, los inmobiliarios para los municipios; de entre dichos impuestos, se encuentra el de Adquisición y Posesión de Bienes Inmuebles que se causa, como su propio nombre lo indica, por todas aquellas personas que adquieren en propiedad o posesión, bienes inmuebles, y encuentra su fundamento en lo previsto por el Artículo 179 de dicho ordenamiento legal, que al texto dice:

“ARTÍCULO 179. Están obligadas al pago del impuesto sobre adquisición de bienes inmuebles, las personas físicas o morales que adquieran por cualquier título o causa, bienes inmuebles ubicados en el Estado, así como los derechos reales vinculados a los mismos.

(Artículo reformado. P.O. 25 de septiembre de 2015)”
Dicho impuesto será recaudado por los Actos que define el Artículo 179 Bis de la misma ley, y de conformidad a lo previsto por los Artículos 180 al 182, se realizará el cálculo del impuesto, tomando como base las tasas y tarifas previstas en la Ley de Ingresos que anualmente se expidan para los municipios del Estado; que para efectos del Municipio de Salvatierra, para el Ejercicio fiscal del año 2022, en el Artículo 7, se dispuso lo siguiente:

“Artículo 7. El impuesto sobre adquisición de bienes inmuebles se causará y liquidará a la tasa del 0.5%.”

Dicho impuesto, se ha recaudado con esta tasa del 0.5% desde el origen de las leyes de ingresos municipales hace más de 17 años, sin que haya existido una actualización o adecuación en orden al crecimiento del municipio en todos sus aspectos, ni un estudio de sobre el costo que genera al municipio dicha recaudación y el mantenimiento del padrón catastral.
Así pues, se propone un esquema de tributación proporcional y equitativo, que viene a adecuar la recaudación, bajo un orden de igualdad en cuanto a la obligación tributaria, pero diferenciado por la capacidad de tributar de cada uno de los gobernados; esto es, se pretende que el pago sea directamente proporcional con la capacidad del adquirente de un bien inmueble, regulado por el valor de éste.
Por tal razón, y bajo las directrices que marcan los principios de proporcionalidad, equidad y legalidad tributaria, se propone un esquema de contribución, que en respeto al principio de proporcionalidad, continuara gravando las adquisiciones de bienes inmuebles conforme a lo previsto por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; sin embargo, en respeto al principio de equidad, se propone un esquema para el cálculo del impuesto relativo, dividido en rangos, que conforme a la base del impuesto, se determine el rango bajo el cual tributará todo sujeto pasivo; de manera tal que la intención es que a mayor valor del inmueble, se devengue un impuesto razonablemente mayor, en proporción a la capacidad económica que el valor de su adquisición supone, teniendo una cuota  mínima de tributación todo sujeto pasivo; dicho esquema de rangos de valores, y las tasas y tarifas (cuota fija) progresivas, encuentran constitucionalidad, conforme a los criterios jurisprudenciales que en forma análoga, son aplicables a la presente normatividad, y que constan en los términos que a continuación a la letra se cita:

“Época: Novena Época Registro: 176404

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo XXIII, Enero de 2006

Materia(s): Administrativa, Constitucional

Tesis: I.7o.A. J/33

Página: 2139

Adquisición de inmuebles. El artículo 135 del código financiero del distrito federal, que señala el procedimiento para calcular el impuesto relativo aplicando sobre el valor total del inmueble la tarifa ahí referida, no viola el principio de legalidad tributaria.

El principio de legalidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal consiste, medularmente, en que los elementos esenciales de los impuestos (objeto, sujeto, base y tasa o tarifa) sean definidos por el legislador, requiriendo además que no exista vaguedad conceptual o ambigüedad terminológica que permita a la autoridad exactora determinar arbitrariamente alguno de los elementos señalados. En este sentido, el artículo 135 del Código Financiero del Distrito Federal establece que el impuesto se calculará aplicando sobre el valor total del inmueble la tarifa ahí precisada, a saber: 

1. La primer columna tiene como encabezado la palabra "rango" que, según el Diccionario de la Lengua Española, significa "amplitud de la variación de un fenómeno entre un límite menor y uno mayor claramente especificados"; entonces, el contribuyente debe, en primer término, ubicar el valor del inmueble (obtenido siguiendo la regla contenida en el artículo 138 del mismo ordenamiento), de tal manera que la cantidad sea mayor a la columna identificada como "límite inferior", pero sin rebasar la respectiva al "límite superior".

2. A efecto de obtener el "excedente del límite inferior" referido en la última columna, al valor del bien raíz se resta el límite inferior del rango respectivo. 

3. Hecho lo anterior, debe aplicarse el factor estatuido en la última columna. Al respecto, la palabra "factor", según el referido diccionario significa "una de las cantidades o expresiones que se multiplican para formar un producto". Por tanto, la cantidad obtenida en el numeral anterior se multiplicará por el número que corresponda al rango respectivo.

 4. Finalmente, al resultado se sumará la cuota fija, lo que arrojará el total a pagar por concepto de impuesto sobre adquisición de inmuebles. Consecuentemente, si dicho numeral precisa la cantidad que se utilizará para aplicar las fórmulas contenidas en la tabla referida, así como el procedimiento y las operaciones para obtener el impuesto a pagar, es claro que dicho precepto legal respeta el referido principio constitucional.

Séptimo tribunal colegiado en materia administrativa del primer circuito.

Amparo en revisión 332/2005. Jefe de Gobierno del Distrito Federal, firmando en su ausencia el Secretario de Gobierno del Distrito Federal. 24 de agosto de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto Morales.

Amparo en revisión 451/2005. Bruno Alessi Rivalta. 11 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Elizabeth Arrañaga Pichardo.

Amparo en revisión 498/2005. Miguel Ángel Cárdenas Cedeño. 26 de octubre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretario: Francisco García Sandoval.

Amparo en revisión 518/2005. Edgar Chomer Cohen y otros. 10 de noviembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa.

Amparo en revisión 586/2005. Luis Martínez del Campo Herrero. 30 de noviembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Adela Domínguez Salazar. Secretario: Luis Huerta Martínez.”
“Época: Novena Época Registro: 176704

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo XXII, Noviembre de 2005

Materia(s): Administrativa

Tesis: I.5o.A. J/3

Página: 726

IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES. EL ARTÍCULO 135 DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, NO VIOLA EL PRINCIPIO TRIBUTARIO DE PROPORCIONALIDAD.

El principio de proporcionalidad tributaria obliga al legislador a graduar el impuesto de manera que la participación de los contribuyentes al gasto público se realice en función de la mayor o menor capacidad económica manifestada al realizar el hecho imponible. Ahora, conforme a la tarifa establecida en el artículo 135 del Código Financiero del Distrito Federal, para el cálculo del tributo debe ubicarse la base gravable en alguno de los rangos entre los límites inferior y superior indicados en la primera y la segunda columnas. Una vez ubicada, deberá restársele el límite inferior del rango en que oscila, siendo que a dicho resultado deberá aplicarse el factor contenido en la cuarta columna del mismo rango, bajo el rubro de "Factor de aplicación sobre el excedente de límite inferior"; luego, a la cantidad obtenida se sumará la cuota fija establecida en el propio rango, siendo esa cantidad el tributo a enterar. Dicha tarifa no es desproporcional, puesto que el aumento de la base gravable, aun cuando provoca un cambio de rango, no conlleva un incremento en el monto de la contribución en una proporción mayor a la que acontece dentro del rango inmediato inferior. En efecto, la estructura de rangos, cuotas fijas y factores aplicados a la porción de la base gravable que exceda del límite inferior de aquél, que se prevé en la tarifa, no da lugar a que el incremento en un centavo del valor del bien, el cual provoca un cambio de rango al rebasar su límite superior, genere un incremento en el monto a enterar del impuesto sobre adquisición de inmuebles en una proporción que sea mayor a la que tiene lugar en el propio rango o en el inmediato inferior, porque si bien es cierto que se establece un límite inferior y un límite superior entre los cuales deberá ubicarse la base gravable, también lo es que el impuesto a pagar no está constituido por la cuota fija establecida en cada rango, sino que a ella se adiciona la cantidad que resulte de aplicar el factor a la porción que exceda del límite inferior; es decir, aun cuando la tarifa agrupa a los contribuyentes según el monto total de la riqueza que constituye la base gravable, en orden creciente, el monto de la contribución no equivale a la cuota fija, sino que además se incorpora un sistema de factores aplicados a la porción de la base gravable que exceda del límite inferior de cada rango, lo que impide la generación de un salto cuantitativo que provoque un pago desproporcional. En ese tenor, la tarifa que contempla el precepto en cita es proporcional, por ser justos sus criterios de progresividad y estar en relación directa con la capacidad contributiva del obligado a satisfacer el pago del impuesto sobre adquisición de inmuebles.

Quinto tribunal colegiado en materia administrativa del primer circuito.


Amparo en revisión 235/2005. Secretario de Finanzas del Distrito Federal, en ausencia del Jefe de Gobierno y del Secretario de Gobierno del Distrito Federal y del Subsecretario de Gobierno del Distrito Federal, en ausencia del Secretario de Gobierno del Distrito Federal. 14 de julio de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Urbano Martínez Hernández. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.

Amparo en revisión 303/2005. Secretario de Gobierno del Distrito Federal, en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 12 de agosto de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: César Thomé González. Secretaria: María Ernestina Delgadillo Villegas.

Amparo en revisión 299/2005. Secretario de Finanzas del Gobierno del Distrito Federal, en ausencia del Jefe de Gobierno del Distrito Federal y por el Subsecretario de Gobierno, en ausencia del Secretario de Gobierno del Distrito Federal. 26 de agosto 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Urbano Martínez Hernández. Secretaria: Erika Francesca Luce Carral.

Amparo en revisión 325/2005. Jefe de Gobierno del Distrito Federal y otra. 2 de septiembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: César Thomé González. Secretaria: María del Pilar Bolaños Rebollo.

Amparo en revisión 362/2005. Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 12 de septiembre de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: César Thomé González. Secretaria: María del Pilar Bolaños Rebollo.”
II. Aspecto social

El crecimiento de la adquisición de vivienda en el municipio de Salvatierra, se ha incrementado recientemente, existiendo una gran cantidad de predios en situación de irregularidad; lo que supone la necesidad de proveer más y mejores servicios públicos a las áreas que urbanística y demográficamente se han venido desarrollando con el paso del tiempo; por tal razón, debió de incrementarse en la misma medida la recaudación, para satisfacer las necesidades colectivas, sin que ello hubiere sucedido, debido a la falta de adecuación del impuesto relativo, en correlación con las obligaciones que el Municipio debe cumplir con sus gobernados; ya que de continuar bajo este esquema, supone un estancamiento recaudatorio, luego de que no se está impactando los rubros que claramente deben cumplir con un pago de impuestos mayor, dada su capacidad económica conforme al principio de equidad, quedando además exentos de contribución más del cincuenta por ciento de operaciones actualmente, bajo el esquema fiscal vigente,  generándose un subsidio e inversión municipal en la recaudación actual de este impuesto (véase gráfica 1 anexa), en lugar de consolidarse como una fuente de financiamiento del gasto público como su origen lo exige, por tanto el aumento de los ingresos por este rubro para el municipio, solo sería posible si aumentasen el volumen de trámites y que dichos trámites excedieran los valores de operación reducidos por Ley para pago de dicho impuesto, lo cual constituye un criterio aleatorio e incierto dada la variabilidad del factor y las condiciones socioeconómicas del municipio, dejando pasar la oportunidad de recaudar en mejor medida, mediante un esquema tributario adecuado a la actualidad que vive el municipio.
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Gráfica 1: Comparativo de cobros y movimientos que se realizaron de Impuesto de Adquisición de Bienes Inmuebles.
No debe pasar desapercibido, que el municipio de Salvatierra, vive una situación de crecimiento demográfico, debido a la consolidación de la población en recientes fechas, contraria a la variable que se venía generando de migración de sus habitantes, derivado a la inversión de infraestructura pública y mayores fuentes de empleo cercanas al corredor industrial lo que ha generado un nuevo desarrollo urbanístico del Municipio; por lo que, reiteramos, las necesidades de proveer servicios públicos, seguridad pública, vialidades, infraestructura urbana, entre otros factores de bienestar, suponen la necesidad de que la recaudación incremente en la misma medida y proporcional a las necesidades colectivas, aunado a la situación actual de centralización de los recursos públicos por la federación y la baja recurrente de las participaciones al Municipio de Salvatierra; habiéndose ya aprobado proyectos similares en otros municipios, buscado nuevas formas de recaudación más justas y equitativas, como es el caso de Celaya, debido a que a pesar de la obligación legal que la Ley de Hacienda impone a los municipios de establecer sus tasas en sus respectivas leyes de ingresos, la gran mayoría de ellos no cuentan con dicha disposición; motivo por el cual, y con especial énfasis en las necesidades de seguridad pública que requiere el municipio, en particular respecto a la seguridad de los inmuebles, a efecto de proveerla a toda clase de estos (habitacional, comercial, de servicios, entre otros) requieren una recaudación mayor, a efecto de incrementar número de elementos operativos, vehículos e infraestructura, para poder mejorar la calidad de dicho servicio, y que preponderantemente se pretende, con los beneficios que el Municipio perciba con dicho incremento.

La propuesta que se realiza tiene la intención de incrementar los ingresos que se perciben por concepto del impuesto en comento, sin afectar las operaciones de vivienda popular o de interés social, y que representan la mayor parte de las mismas, ya que estas permanecerán exclusivamente con una cuota mínima, tributando de manera equitativa al municipio sin que la legislación trasgreda el principio constitucional de no imponer exenciones  a los impuestos de orden municipal (véase artículo 115 fracción IV de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos)
 y en este supuesto establecer que debe ser exentada en la praxis, salvo lo establecido en nuestra Carta Magna como es el caso de los bienes destinados a un fin público; con esto exclusivamente se pretende  impactar a los inmuebles cuyo valor es muy superior y que suponen una capacidad tributaria mayor, por lo que los sectores vulnerables de la sociedad, están excluidos de los efectos pretendidos con esta reforma.

III. Aspecto presupuestal y administrativo.

De lo anterior, el Municipio realizó una valoración técnica para apreciar la calidad y cantidad de operaciones de adquisiciones de bienes inmuebles, deduciéndose del mismo que el  47.53%  de operaciones de traslado quedan indebidamente exentas del pago de este impuesto (véase grafica 1), proponiendo con esta reforma la existencia de esta contribución mínima en cualquier operación que ampare el servicio de archivo catastral esta nueva traslación y de los costos directos e indirectos que le genera al municipio el trámite y cobro del propio impuesto; además de dichas consideraciones se dedujo, la fijación de los rangos entre los cuales se determinará la tasa y tarifa que cada uno de los inmuebles debe cubrir; de manera tal que se obtuvieron los rangos y tasas que la presente propuesta contiene, que resultan ser las que se adecuan a la realidad económica del municipio y sus habitantes.

Cabe señalar con especial énfasis, que dentro del primer rango de la propuesta, se ubicó dentro del límite inferior y superior, las operaciones correspondientes a inmuebles propios de vivienda popular e interés social, y en franca protección a los sectores vulnerables de la población; se establece una cuota fija de $200.00, y el impuesto en este tendrá tasa preferente del 0.50%, lo que representa que el impacto de la presente propuesta, no afectara la economía del rango de población que representa el 24.62% de nuestras operaciones anuales, sin embargo los incorpora  de manera justa a su obligación de contribuir al gasto público.

Así pues, la reforma busca incrementar la recaudación, con base en los inmuebles cuyo valor sea superior a los $5,300,000.00  (CINCO MILLONES TRESCIENTOS MIL PESOS 00/100 M.N), antes de la aplicación de la reducción de los valores previsto por los supuestos del Artículo 181 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, a quienes mediante la ubicación en cada uno de los rangos, deberán cubrir una cantidad proporcional y equitativamente mayor, determinada por la cuota fija y tasa que se le aplique al valor de su inmueble, se reitera, conforme a la capacidad económica de cada sujeto, en proporción al valor del inmueble que adquiere; impactando mayormente a los inmuebles, como venimos mencionando, que se ubican en el último rango, cuyo valor supera $5,300,000.00 (CINCO MILLONES TRESCIENTOS MIL PESOS 00/100 M.N), y que representa el 4.88% de las operaciones anuales que se reciben en el Municipio, lo anterior se considera por demás justo y equitativo, y dentro de los límites establecidos por la ley, bajo el principio legal elemental de que la ley debe ser justa, equitativa y proporcional, basado en el principio pro persona que nuestra Carta Magna consagra en los derechos humanos fundamentales contenidos en su primeros veintinueve artículos.
Por lo anterior, se estima que el incremento reflejará un aumento en los ingresos por este rubro del 43.88%, ya que se estima una recaudación por un monto superior a los $1,500,000.00 (UN MILLON QUINIENTOS MIL PESOS 00/100 M.N.), antes cerca de los $800,000.00 (ochocientos mil pesos 00/100 M.N.) que actualmente se recaudan y exclusivamente generan ingresos suficientes para la operación del trámite.

Para la implementación de la presente iniciativa, administrativamente no se requieren modificaciones complejas, o que impliquen la erogación de recursos; como tampoco es necesaria la asignación de personal o infraestructura diversa que la que ya se tiene, para el trámite que actualmente se sigue; luego de que las adecuaciones se verificarán en el sistema informático, que procesa y registra los datos dentro de la Dirección de Catastro e Impuesto Inmobiliario; por tanto no amerita la asignación de recursos financieros o humanos, para la implementación de la presente propuesta.
…
Sujeto a revisión.
�“ IV.     Los municipios administrarán libremente su hacienda…y en todo caso:


 


Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles.


…





Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones…”
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